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Causa N° 10.990 y 10991   

"M., M. y C., E.

                                s/ recurso de casación"


En la ciudad de La Plata a los seis días del mes de noviembre del año dos mil siete, siendo las...................horas, se reúnen en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Sala Primera del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores, Benjamín Ramón Sal Llargués, Carlos Ángel Natiello y Horacio Daniel Piombo, bajo la Presidencia del primero de los nombrados, para resolver en causa N° 10.990 y 10991 de este Tribunal, caratuladas "M., M. E. s/ Recurso de Casación” y C., E. O. s/ Recurso de Casación" respectivamente. Practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden: PIOMBO – SAL LLARGUES- NATIELLO, procediendo los mencionados magistrados al estudio de los siguientes:

A N T E C E D E N T E S


I. El Tribunal en lo Criminal N° 2 del Departamento Judicial Mercedes condenó, con accesorias legales y costas, a E. O. C. y a M. E. M. (o M. o M.), respectivamente, a las penas de siete y nueve años de prisión, con más la declaración de reincidente para el segundo de los nombrados, en razón de encontrarlos coautores de robo agravado por su comisión con arma, en concurso real con tenencia ilegal de arma de guerra.


II. Contra el decisorio brevemente apuntado, en recurso N° 10.990, la Defensora particular de M., abogada Marta Susana Vachetti, introduce la vía casatoria para impugnarlo por cuanto, a su entender, se han quebrantado las formas esenciales del proceso, lo que tornaría nulo el fallo dictado. Reitera la petición de nulidad del acta de procedimiento, reeditando una petición similar de la otrora defensa particular que asistiera a ambos imputados; cuestiona asimismo la omisión de referencia alguna a la exteriorización del hecho materia de imputación por parte del representante de la vindicta pública. Manifiesta que, de seguido, la parte acusadora formuló oposición a la prueba de reconocimiento por parte de la víctima de los imputados, en tanto transcurridos casi tres años entre el hecho acriminado y la audiencia de debate, el reconocimiento en rueda habría “perdido eficacia”, pese a declarar el damnificado que no hallándose en condiciones de realizar la pericia de dictado de rostro, estaba si en la posibilidad de reconocer a los causantes de verlos cara a cara. Así las cosas resalta que el deponente, extrañamente por cierto, sí puede reconocer las armas (“...con mayor seguridad la pistola...”), que el sentenciante valora como apreciación de la verdad histórica por haber tomado “...vivo contacto con los órganos probatorios...”. Entiende que estas contradicciones hacen que el pronunciamiento sea arbitrario y carente de motivación, centralmente por violación del principio de congruencia. A lo expuesto, agrega que otro testigo –S.- no lo ha sido del hecho sino que, hallándose ocasionalmente en la dependencia policial, fue citado en relación con las armas incautadas, las que no reconoció en la audiencia (“...si les digo, les miento...” expresó), agregando que no observó a los imputados, y que el acta la firmó sin lectura previa. Finalmente los dos testigos policiales discrepan en torno al número de móviles utilizados en el procedimiento; uno de ellos –Vega- al no recordar lo acontecido, el Tribunal admite que se le brinden datos ilustrativos, en tanto el otro –García- expresa no haber leído el acta que firmó. En definitiva, peticiona que se decrete la nulidad de la sentencia por quebrantamiento de las formas esenciales del proceso, y subsidiariamente se case la misma por arbitraria, absolviendo libremente a su asistido.


III. Por legajo 10.991 la señora Defensora Oficial, abogada Susana M Pérez de Sheehan, deduce recurso de casación a favor de su asistido E. C., respecto de quien, predica, se han vulnerado las garantías de debido proceso y defensa en juicio, que constituyen defectos graves de procedimiento, como también se ha incurrido en  errónea aplicación del art. 166, inc. 2do., del C.P., todo lo cual concluyó en una pena impuesta en violación de los arts. 40 y 41 del mismo ordenamiento legal. De inicio, no pudo efectuarse el reconocimiento de C. por parte de la víctima del ilícito, no compareciendo en dos oportunidades (ver fs. 28 y 29 de las actuaciones), y expresamente denegada por el tribunal de juicio durante la audiencia de debate, lo que traduciría, a su entender, una vulneración al derecho de defensa. Tacha, asimismo, de nula el acta de procedimiento por considerar que la misma falsea la realidad, conforme los testimonios que, por cierto, fueron deponentes en la aludida audiencia y, como lógica consecuencia de la nulidad que deja impetrada, la exclusión probatoria de la misma. También entiende violada la garantía de defensa en juicio de C. toda vez que la realización de la pericia de las armas atribuidas a su asistido y al consorte de causa lo fue sin el anoticiamiento a los causantes y su defensa particular a cargo de ambos durante el trámite del juicio. Peticiona la nulidad del acta de procedimiento y la pericia balística, por lo que entiende, corresponde la absolución de su defendido y, subsidiariamente, deja planteado el agravio por el monto de la pena aplicada. En tal sentido entiende erróneamente endilgadas las agravantes del art. 41 por cuanto la utilización de armas está prevista en el tipo legal acriminado, sucumbiendo esta doble valoración en la vulneración del principio “non bis in idem”. Subsidiariamente, solicita se recalifique el hecho como robo simple en los términos del art. 164 del C.P.


IV. Radicadas las actuaciones en la Sala I, acumuladas por conexidad objetiva a la que corre por el N° 10.990, a fs. 52/57 luce acta de la audiencia para informar en derecho, donde las Defensas particular y oficial ratifican lo medular de ambos remedios interpuestos y el Ministerio Público Fiscal solicita el rechazo de plano de todos los planteos.


V. Hallándose la causa en estado de dictar sentencia, la Sala I del Tribunal dispuso plantear y resolver las siguientes: 

C U E S T I O N E S 


1ra.) ¿Son admisibles los recursos de que dan cuenta las causas 10.990 y 10.991?


2da.) ¿Corresponde hacer lugar a la nulidad planteada en ambos recursos? 


3ra.) ¿Se afectó el derecho de defensa en juicio al denegar el tribunal de grado el reconocimiento en rueda de personas de los inculpados por la víctima del hecho?


4ta.) ¿Han mediado incongruencias en la apreciación de la prueba testifical rendida que determinen arribar a que el órgano de juicio incurrió en el vicio de absurdo o en el quebrantamiento de las leyes de la prueba? 


5ta.) ¿ Resulta incorrecta la acriminación de C. en el marco trazado por la antijuridicidad del art. 189 bis del C. P.?


6ta.) ¿Se verifica violación de las pautas mensurativas del art. 41 del C.P.?


7ma.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar? 


A la primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


El decisorio puesto en crisis fue dictado el 18 de julio de 2002 y notificado por su lectura a los coimputados en igual fecha, conforme la documental obrante a fs. 19 de las actuaciones sub-examine, efectuando la condigna reserva casatoria el día inmediato posterior (ver fs. 48 del recurso 10.991) el defensor particular que asistió a ambos coimputados durante la tramitación en la instancia de juicio oral. Por último, verifico que las sendas impugnaciones han sido depositadas en este Tribunal –trámite previsto por el rito anterior a la reforma introducida por ley 13.057- con fecha 7 de agosto de 2002, esto es en el plazo temporal que fija el art. 451 del C.P.P.


En lo concerniente a los restantes requisitos formales que exige el Código Procesal Penal, a saber documental respaldatoria debidamente certificada por autoridad fedataria, doy por cumplido el trámite por hallarse enteramente ajustada a la pauta ritual en el recurso N° 10.991. Asimismo ambos planteos recursivos señalan tanto la normativa legal atacada como la requisitoria concreta de la actuación del Tribunal  (arts. 448, 450, 451, 454 del C.P.P.)

Voto por la afirmativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la misma primera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:

      Tal como lo señala el Fiscal ante la Casación, el planteo significa una reedición del efectuado durante el desarrollo del debate que fuera contestado por los jueces de la instancia, sin que la parte nulidicente despliegue una argumentación que conmueva lo resuelto en sentencia, por lo que –en mi sentir- el remedio deviene, en este punto, insustancial (conforme: doctrina citada por la actora emergente del pronunciamiento vertido en causa Nº 6.644 del 26/3/02). Sin perjuicio de esto, remarco que la diligencia pretensamente ineficaz no fue incorporada al plenario, sino que allí se rindieron las declaraciones juramentadas de quienes protagonizaron la diligencia adquiriéndose así, en forma directa, el conocimiento de los hechos que, de otra forma, hubiera necesitado de la probanza impugnada. Y corresponde recordar que es criterio de esta sede que:

“...Articulándose el procedimiento de la ley 11.922 en el debate plenario, al que configura como eje central y medular del proceso, no inciden en su resultado las fallas anteriores de una I.P.P. que elabora una de las partes, en la medida que las diligencias sean reproducibles y que las irreproducibles no afecten la defensa en juicio. En esta inteligencia los defectos de trámite no tienen el alcance que adquieren en un proceso dividido en etapas que se van cerrando al hilo de la preclusión, tal como ocurría con el Código de Jofré. O sea que, en principio, no puede hablarse ahora de efectos secuenciales, o “dominó”, que maculen todas las actuaciones desde la reputada inválida hacia adelante, sino que siendo el debate el punto sobre el cual converge todo el accionar (lo anterior es meramente preparatorio), cabe concluir que la validez de los actos –desde la óptica de este acontecer-, no debe verse al tiempo de ser producidos sino al momento de ser introducidos en lo que constituye el plenario oral...” (Sala I, sent. del 19/4/06, en causa 11.504, “Suárez Cartavio, Morales y Salto”).


Voto por la negativa.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.


A la misma segunda cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.


A la tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


En la mecánica del Código vigente, el reconocimiento en rueda de personas debe tener motivo en dos causas primordiales: identificar a una persona o establecer que quien la menciona o alude, efectivamente la conoce o la ha visto. En el Código de Jofré, en cambio, se reservaba al caso en que el hecho punible fuera atribuible a persona cuyo nombre se ignore o fuere común a varios. O sea que es un medio para determinar la imputación 


En el caso, la negativa del Tribunal de grado no afectó, en mi sentir y en orden a la naturaleza de la medida, las posibilidades de la defensa, toda vez que se basó en circunstancias que hacían problemático, atento el tiempo transcurrido y la posición anímica del testigo, el resultado de la diligencia. En rigor, lo que ello significó fue restar un elemento cargoso directo, si la diligencia tenía éxito positivo; pero muy poco o nada si no lo tenía. Y lo digo porque los registros de un testigo están signados por variables tales como el tiempo transcurrido, particular éste que, con otros ha sido destacado por este Tribunal al señalar que “No puede jugar como contraindicio el reconocimiento negativo de personas o cosas, toda vez que memorizar rasgos fisonómicos dependerá de elementos contingentes, como la luz ambiental, la velocidad con que ocurrieron los acontecimientos, o el estado de nerviosidad de personas amenazadas de muerte, datos éstos sólo evaluables por los juzgadores de grado” (Sala I, sent. en causas 3221 y 3250 , “Figueroa y Goncalvez”).

Más aún, este Tribunal ha sentado que:

“...Las contradicciones en que puede haber incurrido un testigo en sucesivas comparecencias, en nada influyen en su apreciación favorable si, en el marco del debate, brinda una versión clara, contundente, exenta de otras vacilaciones que no sean por la ausencia de recuerdos. Es que respecto del aporte de una declaración testimonial sabido es que se halla condicionado por los registros que en la memoria guarde quien presenció los hechos, y tales registros los sufren mella a medida que la deposición se produce con mayor alejamiento del acontecer rememorado...” (Sala I, sent. del 23/5/06 en causas 11.267 y 11.296, “Paslawski”).


Y esto es lo que ha pasado en el sub-lite.


Voto por la negativa.


A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.


A la misma tercera cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.


A la cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Adelanto una respuesta negativa, no sólo por lo expresado en la jurisprudencia transcripta al responder a la cuestión precedente, sino porque tiene dicho esta sede que la absurda apreciación de la prueba, la que debe entenderse como la que escapa a las leyes lógico formales y las transgrede, o lo que es impensable o inconcebible por haber quedado al margen del raciocinio, determinando entonces que el sentenciante incurra en error palmario y fundamental (Sala II, sent. del 7/9/04 en causa 7450, “Rementería). Tampoco se configura “violación de las leyes de la prueba” en el sentido que a la asunción y valoración de las evidencias causídicas dan los arts. 210 y 373 del ritual. 


Empero, en una visión más pormenorizada, pongo de relieve que, en primer lugar, pretensas contradicciones no lo son. Así la actuación de dos patrulleros fluye de la conjunción de los dichos del damnificado con los de los funcionarios que protagonizaron el hacer represivo, toda vez que el accionar del ofendido pone en marcha una búsqueda en la cual la primera unidad converge hacia el lugar donde se hallaba el segundo, cuyos tripulantes sí habían detenido a la camioneta despojada al conductor. Y ahí precisamente es cuando la propia víctima ve a sus atacantes de espaldas y sometidos a la reducción que implica la calidad de aprehendidos.


En segundo lugar, destaco que el hecho de que la víctima haya sido contradictoria en cuanto a las posibilidades de reconocimiento –es un hecho notorio que el miedo también configura un factor gravitante que se suma a los arriba mencionados-, no empalidece la fuerza que pueden tener sus dichos en relación a determinados aspectos del hecho. Ha dicho esta sede con relación a un caso más extremoso que el examinado en esta especie judicial que:

   “...Un testigo puede alterar la verdad en parte de su relato y, por lo tanto ser desechado y sometido a proceso por esa razón, y, sin perjuicio de esto, provocar en el juzgador convicción en otro segmento, cuando se explica la razón de la falsedad en que incurrió...” (Sala I, sent. del 24/6/02 en causa 4424, “Garay”).


En tercer lugar, recuerdo que la sede que tengo el honor de integrar ha dicho que:

“...Corresponde privativamente al tribunal de juicio apreciar en la fuerza de convicción de los distintos elementos probatorios recolectados durante dicha etapa, y así determinar el grado de convencimiento que aquellos puedan producir de conformidad con las reglas de la sana crítica...” (Sala III, sent. del 4/11/2003 en causa 12.748, “Cosulich”); “...en otras palabras preferir un medio probatorio en desmedro de otro o inclinarse por la verosimilitud de un testimonio en lugar de otro, excepto cuando se evidencia en dicha elección un error grave, grosero, manifiesto y fundamental que conduzca a conclusiones inconciliables con las constancias objetivas de la causa...”  (Sala II, sent. del 25/3/04 en causa 4867, “J. L. Z.”). “...De ahí que la mera discrepancia personal del recurrente con los criterios empleados en la sentencia impugnada, no habilita el reexamen del cuadro cargoso en sede de casación...” ( “Cosulich”, cit.) .

“...El grado de convicción que cada testigo provoca en los Jueces de mérito configura una cuestión subjetiva perteneciente a la esfera reservada por la ley para los magistrados del juicio, quienes por su inmediación frente a los órganos de prueba, son los encargados de establecer el mayor o menor valor de las declaraciones testificales. De manera que no es posible por la vía casatoria invalidar las impresiones personales producidas en el ánimo del Juzgador al observar la declaración de los testigos salvo que se demuestre su contradicción con las reglas de la lógica, el sentido común, el conocimiento científico o aquellas que rigen el entendimiento humano...” (Sala I, sent. del 28/8/2003 en causa 5717, “Oviedo”). 

   En cuarto lugar, el recordar un arma y no un rostro, que parecería perfilar verdadera anomalía, no lo es apenas se hurga en el material probatorio; esto tal como lo induce la doctrina “Casal” de la Corte Suprema de Justicia (vale decir: el máximo rendimiento de la prueba colectada y que no sea avaluable –tal como ocurre, en principio, con los testigos- sólo a través de la inmediación que brinda el plenario oral).

En efecto, la pistola empleada casi es una pieza rarísima en la República Argentina –lo dice mi largo conocimiento como ex participante de las actividades del Tiro Federal Argentino-, no empleada por las instituciones de seguridad ni militares ni tampoco de venta en las armerías, donde los proveedores apuntan, en esa clase de armas, a marcas provenientes de Argentina, Brasil, Bélgica, España, Alemania, República Checa y Austria. De ahí que hasta este extremo del decir testifical no configura, en absoluto, elemento gravitante para evaluar sus dichos.


Una observación más acerca del material probatorio: que el testigo no haya leído el acta no es elemento que pueda acarrear la nulidad “per se” si el acto ocurrió y pasó bajo sus ojos, aunque sus recuerdos no abarquen en totalidad el acontecer de que se trata.


En definitiva, cabe repulsar las objeciones prodigadas y no me queda otra solución que expedirme por la negativa.


Voto por la negativa.


A la misma cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.


A la misma cuarta cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la negativa.


A la quinta cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Tiene dicho esta sede que: 


“...La circunstancia de que el imputado ejerciera la disposición del arma utilizada por el sujeto prófugo a través de la asociación o mancomunidad delictiva a la que este instrumento estaba subordinado, no bastaba para fundar la imputación de coautor del delito previsto en el art. 189 bis del C.P., pues no parece razonable que quien no tuvo ninguna relación de poder material sobre el arma pudiera abastecer el aspecto omisivo de la figura en trato...” (Sala II, sent. del 28/9/06 en causa 17.787, “Sofía”).  

Este cartabón resulta suficiente para descartar la acriminación respecto de C.


Respecto a la peticionada aplicación de la figura del art. 164, la circunstancia de que la prueba permanezca incólume en sus lineamientos esenciales, repulsa el buen éxito del intento.


Voto por la afirmativa.


A la misma quinta cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la misma quinta cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

De la lectura del veredicto se aprecia que ambos encausados dispusieron conjuntamente de las armas incautadas –careciendo de autorización legal- y ello basta –a mi juicio- para mantener la incriminación de los coimputados como coautores del ilícito de tenencia ilegal de arma de guerra.

Nótese que conforme surge de la cuestión tercera del veredicto, fue debidamente acreditado, que los policías intervinientes en la aprehensión, en presencia de testigos revisaron el vehículo mal habido en que se trasladaban los cacos, en cuyo interior, debajo del asiento, secuestraron las dos armas empleadas en el robo cometido instantes antes.


Voto, en consecuencia, por la negativa.

A la sexta cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Acriminado el hecho bajo la égida de los arts. 166, inc. 2, y 189 bis del C.P., la agravación por uso de armas debe ceder, toda vez que se trata de un claro bis in idem que, aun cuando planteado con relación a uno de los coencartados, en función de la extensión de los efectos beneficiantes que la ley particulariza con relación a temas post-sentencia y que “a fortiori” deben aquí regir de inmediato.


Voto por la afirmativa


A la misma sexta cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Voto por la afirmativa.


A la misma sexta cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:
Disiento con mis colegas desde que a mi juicio no veo que se haya violado directa ni indirectamente el "non bis in idem" al valorar como agravante del robo del artículo 166 inc. 2º del C.P. -en su redacción anterior a la ley 25.882- el hecho de que se hayan empleado armas de fuego, pues esta figura calificada no relevaba a nivel típico la utilización de armas letales como las que se utilizó en la especie, sino que la agravante quedaba igualmente configurada mediante el empleo de cualquier elemento (incluso no letal) "destinado" a ofender o defender.


El género "armas" al que hacía exclusiva referencia la figura del artículo 166 inc. 2º vigente al momento del hecho comprende una variedad casi infinita de especies que pueden ir desde un palo o una piedra hasta armas químicas, nucleares o de destrucción masiva pasando obviamente por todo el catálogo imaginable de armas blancas y de fuego, de manera que no veo razón para suponer que configure doble valoración de una misma circunstancia el hecho de que, al momento de fijar la pena, se tenga en cuenta no ya el dato simple y genérico de que se haya empleado un arma (extremo al que efectivamente hace referencia el tipo), sino la circunstancia particular de que ese arma haya sido de una determinada especie que incrementaba en mayor o menor medida el poder ofensivo o intimidante del agresor.

Por lo demás destaco que tampoco se vulnera el non bis in idem porque los encausados hayan sido condenados también por el delito de tenencia ilegal de arma de guerra, desde que, se trata de una conducta independiente que, por tal motivo, concurre en forma real con el robo. 


Voto, en consecuencia por la negativa.


A la séptima cuestión planteada el señor Juez, doctor Piombo, dijo:


Como resultado del acuerdo a que cabe dar cima, propongo a mis colegas el siguiente decisorio:1) admitir el recurso de casación interpuesto por la defensora particular, abogada, Marta Susana Vachetti, en favor de M. E. M. contra la sentencia dictada en causa Nº 568/2105 del Tribunal Criminal Nº 2 del Departamento Judicial Mercedes; 2) admitir el recurso de casación interpuesto por la señora defensora oficial, abogada, Susana Pérez de Sheehan, en favor de E. O. C., contra la sentencia dictada en causa 568/2105 del Tribunal Criminal Nº 2 del Departamento Judicial Mercedes (arts. 448, 450, 451, 454, 456 primera parte del C.P.P.); 3) rechazar el agravio relativo a la nulidad del acta de procedimiento y las impugnaciones de orden constitucional; 4) rechazar los ataques contra los medios probatorios utilizados por el tribunal de grado; 5) por mayoría, rechazar la calificación legal en orden al delito previsto por el art. 189 bis del C.P. respecto del imputado C.; 6) no hacer lugar al cambio de calificación en la figura prevista por el artículo 164 del C.P. 7) por mayoría, hacer lugar a la supresión de la agravante de uso de arma prevista por el art. 166 inc. 2 del C.P.; 8) fijar las penalidades impuestas, ante el parcial triunfo de los recursos traídos en cinco años y cuatro meses para C. y seis años y once meses para M.; sin costas en esta sede( arts. 210, 373, 459, 460, 530, 531 ss. y cc. del C.P.P.,2, 40, 41, 166 inc. 2 –texto anterior-, y 189 bis del C.P.); 9) tener presente la reserva del caso federal planteada por la Defensoría de Casación en ocasión de la audiencia para informar en derecho( art. 14, ley 48); 10) regular los honorarios profesionales a la letrada particular interviniente, Susana Vachetti (Tomo V, Folio 341 C.A.D.J.M.) en atención al trabajo desplegado y, en menor medida, al parcial buen éxito obtenido en la cantidad de dieciocho unidades jus, con más los aportes de ley (artículos 171 de la Constitución Provincial; 1, 9, 16, 31, 33 y 51 de la ley N° 8904; 1 y 12 inciso a) de la ley N° 8455 y artículo 534 del C.P.P. -ley N° 11.922- debiendo procederse como lo determina el artículo 22 de la ley N° 6716, modificado por el artículo 12 de la ley N° 10.268)


Así lo voto.


A la misma séptima cuestión planteada el señor Juez, doctor Sal Llargués, dijo:


Adhiero al voto del Dr. Piombo, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


A la misma séptima cuestión planteada el señor Juez, doctor Natiello, dijo:

Dejando a salvo lo expuesto en las cuestiones anteriores y mi posición minoritaria contraria a fijar pena en esta Instancia (cf. Recurso nº 5611 de esta Sala I) adhiero al voto del Dr. Piombo.


Así lo voto.


Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente:
S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, el Tribunal resuelve:


I. Admitir el recurso de casación interpuesto por la defensora particular, abogada, Marta Susana Vachetti, en favor de M. E. M. contra la sentencia dictada en causa Nº 568/2105 del Tribunal Criminal Nº 2 del Departamento Judicial Mercedes.


II. Admitir el recurso de casación interpuesto por la señora defensora oficial, abogada, Susana Pérez de Sheehan, en favor de E. O. C., contra la sentencia dictada en causa 568/2105 del Tribunal Criminal Nº 2 del Departamento Judicial Mercedes.


Arts. 448, 450, 451, 454, 456 primera parte del C.P.P.


III. Por mayoría, casar en lo pertinente el fallo atacado, haciendo lugar a la supresión de la agravante de uso de arma prevista por el art. 166 inc. 2 del C.P. y fijando en definitiva las penalidades impuestas, ante el parcial triunfo de los recursos traídos en cinco años y cuatro meses para C. y seis años y once meses para M.; sin costas en esta sede.


IV. Rechazar el agravio relativo a la nulidad del acta de procedimiento y las impugnaciones de orden constitucional, así como los ataques contra los medios probatorios utilizados por el tribunal de grado y el cambio de calificación en la figura prevista por el art. 164 del C.P.


Arts. 210, 373, 459, 460, 530, 531 ss. y cc. del C.P.P.,2, 40, 41, 166 inc. 2 –texto anterior-, y 189 bis del C.P.


V. Tener presente la reserva del caso federal interpuesta por la Defensa de Casación.

Art. 14 de la ley N° 48.


VI. Regular los honorarios profesionales a la letrada particular interviniente, abogada, Susana Vachetti (Tomo V, Folio 341 C.A.D.J.M.) en atención al trabajo desplegado y, en menor medida, al parcial buen éxito obtenido en la cantidad de dieciocho unidades jus, con más los aportes de ley.


Artículos 171 de la Constitución Provincial; 1, 9, 16, 31, 33 y 51 de la ley N° 8904; 1 y 12 inciso a) de la ley N° 8455 y artículo 534 del C.P.P. -ley N° 11.922- debiendo procederse como lo determina el artículo 22 de la ley N° 6716, modificado por el artículo 12 de la ley N° 10.268.


VII. Cumplido con el registro legal, notifíquese y remítase copia certificada de lo aquí resuelto, junto con la causa principal Nº 568 al Tribunal Criminal N° 2 del Departamento Judicial Mercedes.


Oportunamente archívese.

BENJAMIN RAMON SAL LLARGUES - CARLOS ANGEL NATIELLO - HORACIO DANIEL PIOMBO

